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1.- VISTOS  

Corresponde desatar la impugnación interpuesta por el defensor de confianza del sentenciado CARLOS ALBERTO CAMPUZANO MARTÍNEZ, contra la sentencia de condena proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.) de fecha veintidós (22) de junio de 2006, por medio de la cual lo declaró penalmente responsable y le impuso una sanción privativa de la libertad de treinta y cinco (35) meses de prisión, la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos funciones públicas por tiempo igual a la principal, sin derecho al subrogado de la suspensión condicional en la ejecución de la pena, pero con la concesión de la sustitutiva de la prisión domiciliaria de que trata el artículo 38 del Código Penal, previa suscripción de caución prendaria equivalente a dos (2) s.m.l.m.v.
2.- precedentes
2.1.- Da cuenta la denuncia formulada el pasado veintiuno (21) de octubre de 2004 por el representante legal de la empresa Papeles Nacionales, que al efectuarse una auditoría se pudo detectar un faltante que ascendía a $70’920.122.oo y el cual aparecía adjudicable al vendedor CAMPUZANO MARTÍNEZ, empleado de esa sociedad. Se trataba de dineros que había recolectado a los clientes producto del pago de mercancías y no los había entregado a la empresa, ya porque no los reportaba o porque daba a conocer un monto diferente, comportamiento que se extendió por espacio de año y medio aproximadamente. A la denuncia se anexó copia de un acta levantada en el interior de la compañía, en donde figura CAMPUZANO MARTÍNEZ aceptando su responsabilidad.
2.2.- La Fiscalía, luego de una indagación preliminar
, abrió investigación
, lo indagó
, lo acusó por el punible de Hurto Agravado en concurso homogéneo
 -sin lugar a resolución de situación jurídica-; una vez calificada la actuación el justiciable decide acogerse a sentencia anticipada
 admitiendo en forma plena los cargos anunciados en la acusación.

2.3.- El titular del Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta capital, decide finiquitar el asunto con un fallo de condena, por medio del cual lo declaró penalmente responsable, le impuso pena de treinta y dos (2) meses de prisión, le negó el subrogado, pero le concedió la sustitutiva e la prisión domiciliaria, previo pago de una caución prendaria equivalente a dos (2) s.m.l.m.v.
2.4.- El apoderado judicial del enjuiciado no estuvo de acuerdo con esa determinación en lo que a la negación del subrogado se trata, motivo por el cual apeló del fallo y es la razón para encontrarse en esta Colegiatura a la espera de desatar la alzada.
2.5.- Los argumentos que esgrime la defensa en pro de su representado, van orientados a obtener para él la concesión del subrogado, a cuyo efecto expone:
- Admite que su procurado se equivocó, cometió un error, pero lo aceptó y está dispuesto a resarcirlo, aunque debe tenerse en cuenta que fueron dos las personas encausadas.
- Una Compañía Aseguradora indemnizó en virtud del contrato de seguro por la póliza de manejo a Papeles Nacionales S.A., y a su cliente se le descontó una parte de sus prestaciones sociales.
- Resulta más provechoso para la colectividad sustraer a su representado de la reclusión efectiva dado que su personalidad así lo permite, pues se trata de una persona joven, padre de una hija menor de tres años de edad, casado y actualmente labora al servicio de una empresa en condición de asesor comercial, con un contrato a término indefinido el cual adjunta.
- En la actualidad cancela arrendamiento en el lugar que habita. Su esposa está al cuidado de su hija y realiza estudios superiores, con lo cual toda la obligación está en cabeza del hoy condenado.
- Hasta el momento de incurrir en esta infracción, no poseía ningún antecedente judicial o de policía.
- Es verdad que con la medida de prisión domiciliaria impuesta podrá estar al lado de su familia, pero lo cierto es que debe velar por la manutención de los suyos y el hecho de permanecer en caso le imposibilita trabajar al servicio de la empresa OFITEC Ltda.

- La medida de prisión domiciliaria no hace posible el ejercicio de un trabajo como medio terapéutico para la rehabilitación.
- Siempre ha estado atento a cumplir con sus compromisos, razón por la cual no debería hacerse más gravosa su situación.
3.- Para resolver, se considera
Está claro que el asunto se concreta a definir si el señor Juez de primer nivel se equivocó o hizo bien al negar el subrogado pero en su lugar conceder la sustitutiva, pues a ello concreta su pedimento el señor defensor recurrente.

Lo que se pone de presente a la Sala, es la necesidad de sopesar, de un lado, la conducta altamente lesiva a los intereses de una empresa que le brindó confianza al aquí sentenciado, quien la burló creando un desfalco del cual sacó un ostensible provecho económico para sí y para los suyos; y, de otro, los intereses personales del sentenciado de permanecer en liberad para ayudar a su familia, a cuyo interés se encuentra el deseo de no perder su actual empleo del cual deriva su sustento.

La situación es bien curiosa por cuanto se nos está indicando que tanto el delito cometido, como el trabajo que realiza en la actualidad a favor de una empresa diferente a la ya defraudada, se realizaron para colaborar con el sustento del núcleo familiar; es decir, el interés personal y el de la familia, ha primado por sobre el respeto por los bienes ajenos, no en cualquier cantidad, sino en cantidades exorbitantes pues como lo admite el togado la cuantía de la cual se apropió CAMPUZANO MARTÍNEZ es millonaria y altamente significativa para la empresa Papeles Nacionales S.A., independientemente de que por suerte una Compañía Aseguradora cancelara en parte el perjuicio, entidad que se sabe tiene derecho a subrogarse en ese derecho y a repetir contra el responsable.
Más sorprendente aún, que ahora se aferre el justiciable a la importancia de su empleo, cuando precisamente eso era lo que le estaba ofreciendo la Compañía que dolosamente afectó. Indiscutible por tanto que el hecho de contar con un trabajo digno no fue obstáculo para hacer lo que hizo, se convirtió en algo secundario, de escasa importancia, pues prefirió un dinero extra para el beneficio personal y de quienes en este momento refiere como necesitados de su ayuda.
Es que, aparte esa cuantiosa defraudación y de la ulterior vinculación de CAMPUZANO MARTÍNEZ al proceso, seguida de la inevitable aceptación de cargos, nada ha pasado, es decir, la judicatura no ha hecho un esfuerzo por imponer la condigna sanción a quien obró en forma habilidosa. Por demás, el juzgamiento de la conducta data de una fecha reciente y estamos en tiempo oportuno de procurar los correctivos.
A juzgar por la motivación que tuvo el funcionario para negar la suspensión en la ejecución de la pena, pero a la vez para sustituirla por su cumplimiento en casa, ningún reparo existe, pues fue debidamente sustentada y está ajustada a los parámetros legales. 
Por supuesto inquieta la información que suministra el togado en el sentido que el sentenciado ha obtenido un nuevo empleo y que no podría seguirlo desempeñando con la medida de prisión domiciliaria por la que aquí se ha optado; sin embargo, no considera la Sala que se trate de situaciones incompatibles o irreconciliables, y por lo mismo, en primer término deben buscarse alternativas extrapenales para hacer posible el cumplimiento de la medida judicial; en caso contrario, la parte interesada puede acudir a una petición adicional ante el señor Juez de Ejecución de Penas, para que, previa demostración de tener la condición de “padre cabeza de familia”, intente la aplicación favorable del dispositivo 314 de la Ley 906 de 2004, que a la letra dice: “la detención en el lugar de residencia, comporta los permisos necesarios para los controles médicos de rigor, la ocurrencia del parto, y para trabajar en la hipótesis del numeral quinto (madre cabeza de familia de hijo menor de doce años).”
4.-  DECISIÓN

Por lo discurrido, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,                CONFIRMA el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito, objeto de alzada.
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